
Rosario, 28 de febrero de 2020.

Señor

Fiscal en Turno

S / D:

Quien suscribe,  ALBERTO RUBÉN MARTÍNEZ,  argentino, casado,

mayor de edad, domiciliado en calle Rui Barbosa 610 de la ciudad de Rosario, Secretario

General de la Asociación Profesional Policial Santa Fe (APROPOL), asociación sindical en

formación,  Documento  Nacional  de  Identidad  Nº  16.627.717,  se  presenta  ante  este

Ministerio Publico Fiscal, a los efectos que investigue la presunta comisión de los delitos

de  INCUMPLIMIENTO DE LOS DEBERES DE FUNCIONARIO PUBLICO, y/o

DEFRAUDACIÓN,  y/o  otro  delito,  por  parte  de  la  ciudadana  CECILIA ROMINA

OCHOA,  DNI  30.838.095,  empleado  policial,  con  aparente  registro  de  prestación  de

servicios en la Comisaria 24ta de la ciudad de Granadero Baigorria.

Por  la  actividad  periodística  que  desarrollo,  tomo  conocimiento  de

diversas inquietudes laborales de los policías, y en algunos casos como este, me hacen

saber de hechos que temen denunciar porque podrían ocasionarles inconvenientes en sus

trabajos, a raíz de lo que podría ser un aceitado mecanismo de policías que cobran como

tales, pero jamás trabajan de ello, sino, que tienen tareas privadas muchos más rentables, y

que en algún escaneo superior alguien hace lo que comúnmente se conoce como “la vista

gorda”, y se llama a estos policías, “fantasmas”.

El hecho que vengo a denunciar y que tiene como protagonista al policía

OCHOA es una situación que por lo menos llevaría más de un año, donde esta empleada

de policía  SOLO SE HABRÍA PRESENTADO UNA VEZ EN LA DEPENDENCIA

POLICIAL DONDE DEBERÍA PRESTAR SERVICIOS, más aún en la dependencia no

lo conocen, nunca lo vieron, saben de su existencia por los registros que hay del mismo en

anotaciones administrativas, en nóminas de personal que se elevan a la oficina de Personal

de la Unidad Regional II, notificaciones, pero nunca trabajo ni patrullando ni realizando



tareas  administrativas  alguna,  y  solo  se  murmura  por  lo  bajo,  “es  un  fantasma”

(aclaración de la jerga: no existe por no concurrir a laborar).

De fuentes  consultadas  la  mencionada hace  cerca de dos  años estaría

viviendo en Brasil y la ultima vez que vino a la Argentina fue en diciembre pasado.

Esto se haría necesariamente con la anuencia de quienes deben controlar

al personal, en principio el jefe de la comisaria el oficial de apellido Quintana. También

pude advertir que no seria este el único caso en esa comisaria, habría otros cuatro según me

confían que tampoco concurren regularmente a trabajar, uno de ellos estaría de manera

permanente de custodia o asistente del empresario Larrauri.

También pude averiguar que esta modalidad de “fantasmas” se suceden

en otras dependencias del ámbito de la policía de Rosario y superarían en centenar y que

cada uno “por no ir a trabajar” abonaría a los organizadores de este ilícito la suma de

pesos quince mil cada uno ($ 15.000.-) es decir una suma que superaría el millón y medio

mensual ($ 1.500.000.-) y dieciocho millones de pesos anuales ($ 18.000.000.-).

Esto ademas trae un perjuicio enorme al servicio esencial de seguridad

que debe prestar la institución policial y que reclama vivamente la comunidad y por otra

parte una devastadora imagen hacia el interior de la fuerza que ve este tipo de situaciones

bochornosas. Tenga en cuenta que en la policía no rige el sistema de suplencias como en la

educación por ejemplo donde al faltar un maestro se convoca automáticamente a otro. En

la policía si hay un ausente esa tarea se la cargan a otro que termina al poco tiempo por

agotarse.

Creo  que  estamos  en  presencia  de  una  maniobra  que  de  detectarse

generalizada  y sin los  controles  necesarios,  es  una  habitual  practica  que  se consciente

desde altos niveles de conducción y que deben ser investigados y corregidos.

La ausencia de padrones donde el personal pueda públicamente controlar

esto da una pauta de lo “cerrado” que es el mismo sistema que termina por cobijar en el



tiempo estas maniobras de una manera sutil pero efectiva.

El  caso  de  Ochoa quizás  sea  de  relativa  facilidad  de  probanza,  a  mi

modesto criterio la Dirección de Migraciones debe tener registros claros de sus hipotéticas

salidas y entradas a nuestro país. Si este extremo se acredita creo que Ochoa no esta sola en

esto porque es  obvio que no se ha controlado y lo  que es peor  se debería  analizar  la

posibilidad de una tarea de encubrimiento liso y llano.

A los efectos de poder establecer la veracidad de los hechos que aquí

denuncio, sugiero al señor fiscal que tome el caso, que:

1 - Se secuestre la documentación administrativa de la Comisaria 24ta de la UR II, a los

efectos de determinar la existencia de la empleada policial CECILIA ROMINA OCHOA,

DNI 30.838.095 como numerario de esa y desde que fecha, incluido su legajo personal.

2- Se secuestre documentación en la División Personal de la Unidad Regional II, donde

obren  resoluciones  sobre  CECILIA ROMINA OCHOA,  DNI  30.838.095,  como  así

anotaciones en su legajo personal.

3 - Se reciban declaraciones testimoniales a todos los empleados de la Comisaria 24ta de la

UR II para determinar si tenían conocimiento de que el policía  OCHOA obraba en los

registros como empleada de esa dependencia, pero era más conocido como “un fantasma”.

4 -  Se solicite  a  la  empresa respectiva el  detalle  de llamadas entrantes  y salientes  del

teléfono  +54  9   341  358-6622 que  obra  como contacto  de  la  mencionada  policía  en

registros de la propia Comisaria donde debe prestar servicios. También un informe pericial

de ubicación georeferencial del aparato y abonado como así también informes sobre uso

internacional del mismo.

5 - Toda diligencia judicial que lleve a hacer justicia sobre este caso.



En  la  primera  denuncia  que  realizo  con  relación  a  este  hecho,  aguardando  que  esta

autoridad proceda a la investigación pertinente, firmando al pie la presente.

 

Alberto Rubén Martínez

DNI 16.627.717


